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ilumplid, oh creyentes autúniiros, uues- 
tras contratos! EL CORAN. 

No hay con toda probabilidad contraste más acusado entre el Dere- 
cho primitivo y el adulto que el que se encuentta en la institución del 
contrato. Como ya hemos visto, el Derecho arcaico es primariamente un 
ordenamiento de entuertos; o, empleando la fraseología de los abogados, 
un Derecho de faltas y de delitos. E n  cambio, todo sistema jurídico adulto 
es, fundamentalmente, un Derecho de obligaciones derivadas de un acuer- 
do entre individuos. Es  esto tan cierto, que en los sistemas legales arcaicos 
la ruptura de un contrato es, ante todo, considerada como un entuerto, 
mientras que en los ya maduros se la trata como un cuasi-contrato, lo 
cual equivale a decir: "como si" el entuerto hubiera surgido de un contra- 
to. En  los sistemas juridicos arcaicos prevalece el cuasi-delito, mientras 
que el cuasi-contrato reina soberano en los sistemas legales ya maduros, 
llegando así los hábitos especulativos a asociarse con las ideas jurídicas 
dominantes en cada época. 

La institución contractual había adquirido un grado considerable de 
sazón en el Derecho romano más reciente. Qnedóle, empero, reservado 
al Derecho moderno la erección del contrato como fetiche supremo de 
los sistemas jurídicos, relegando as; todas las instituciones de la propie- 

* Del libro A lo busto del Dert~ho,  capitulo XVII ("La omnipotencia del con- 
trato"), pp. 252-277. 
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dad y el Derecho público a segundo plano. E n  realidad de verdad, todo 
el Derecho civil se ha convertido virtualmente en Derecho contractual; 
de tal modo, que ni siquiera el historiador del Derecho que se acerque 
a lo juridico desde una perspectiva institucional puede ignorar el conjunto 
de normas que forman el llamado "Derecho contractual". Mas no se ha- 
llará la realidad fundamental del contrato en el detalle de las normas que 
rijan la venta de una casa, o de un automóvil, o la formación de una 
sociedad, o la puesta en circulación de una emisión de acciones u obliga- 
ciones. Más que un cuerpo de reglas, el Derecho contractual es, en el sis- 
tema juridico moderno, el mecanismo básico de su desenvolvimiento, pues 
que se refiere nada menos que al individuo como fuente de Derecho. El 
legislador moderno es Juan Pérez, más que Enrique Rey. En el punto 

hora en que el contrato quedó firmemente establecido como axioma de 
los modernos sistemas jurídicos, el Estado hizo substancial abdicación 
de sus funciones. Los manuales juridicos siguen estudiando a las fuentes 
del Derecho bajo los archiconocidos titulares de "la costumbre", "la equi- 
dad" y "la legislación", pero debieran haber añadido a ellos este otro: 
"el contrato". Los juristas han hecho una distinción entre el Derecho 
"objetivo" y el "subjetivo", considerando al primero como a la norma 
general del Estado que confiere derechos a los individuos, y al subjetivo 
como los derechos que vienen a incorporarse a las personas como resulta- 
do de la existencia de la norma general. Comprender el origen y signifi- 
cado del contrato equivale a hacer explotar dentro del sistema jurídico 
moderno el mito del Derecho objetivo, y a comprender, de este modo, 
la realidad del Derecho "subjetivo"; esto es, la afirmación de los dere- 
chos legales por los individuos en cuanto fuente del Derecho. Pues por 
medio del mecanismo contractual los individuos crean derechos para sí. 

La relación entre el contrato y el crecimiento de las instituciones eco- 
nómicas es, ciertamente, mutua y complementaria. El Derecho contrac- 
tual se ha desenvuelto y extendido con el mercado, y dado que la institu- 
ción del mercado libre es el mismísimo meollo del capitalisino moderno, 
el contrato estaba predestinado a convertirse en la institución básica de 
los modernos sistemas juridicos. El Derecho contractual es la ley del 
mercado libre: todo jornalero, poco más o menos, ha llegado ya a ente- 
rarse de que la "libertad de contrato" es el fin erigido en supremo bien 
por los jueces decimonónicos, y que esa libertad es la iinica forma legal 
que refleja la institución económica del mercado libre. Más en los fastos 
del contrato hay dos etapas: en primer lugar es necesario que relatemos 
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la manera en que el Derecho fué ampliando progresivamente el área de las 
promesas ejecutables, y, con ello, se fueron aflojando las ataduras que 
sujetaban a las personas a aquellos puestos de la sociedad que les había 
asignado la costumbre inmemorial; a continuación hemos de mostrar el 
modo como los jurisperitos y los economistas llegaron a descubrir que 
la libertad de contratación era la gran meta hacia la cual avanzaba la 
sociedad. Montesquieu, el gran infante de la Ilustración, inventó, para be- 
neficio de su generación, la bonita fábula de los trogloditas que desapare- 
cieron todos de la tierra porque no cumplían sus contratos. A Sir Henry 
Maine quedóle reservado, en su más brillante y menos atacahle generali- 
zación, el burlarse del error cometido por Montesquieu, al asumir que ya 
en la época de los trogloditas existía preocupación alguna por los contratos, 
así como el aclarar el curso de la evolución que de hecho había tenido 
lugar. "La marcha de las sociedades progresivas -observaba Maine- ha 
constituido hasta ahora un  avance desde el status al contrato."' El vocablo 
"status" lo utilizó Maine para referirse a las relaciones personales deri- 
vadas de los privilegios acordados a la familia -teniendo en cuenta, 
principalmente, la familia romana-, pero excluyendo todas aquellas con- 
diciones que se derivaran aunque sólo remotamente, de un convenio cua- 
lesquiera: también el propio Maine reconoció que el feudalismo europeo, 
por ejemplo, estaba en cierto modo fundado sobre e! contrato, puesto que 
la rendición de pleito homenaje por el vasallo a su señor era, teóricamente, 
un acto voluntario, resultado de un convenio entre los dos. Ciertamente, 
y hablando en términos generales, el Derecho público, o sea el cimiento 
de las relaciones estatales, no deja de fundarse bastante a menudo en esas 
peculiares formas de acuerdo, cuyos orígenes quedaron olvidados hace 
ya mucho tiempo. En  esta acepción constitucional, el contrato desempeña 
un papel mucho más importante en las comunidades arcaicas que en las 
ya maduras. Sin embargo, aunque el feudalismo se hallare fundado en 
un contrato, éste era un contrato que venia a acabar con todos los demás, 
y allí donde las relaciones originadas del contrato se hicieron absolutamente 
fijas y consuetudinarias, el "contrato social" originario puede darse por 
olvidado, y cabe incluir a esas relaciones en la Órbita de la generalización 
de Maine: pues el funcionamiento de una institución, no su origen, es lo 
que determina su verdadera naturaleza. Hubiera quizás sido mejor decir 

1 Véase Maine: Ancient Law, edición de Pollock, 1930, p. 182. 
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que el movimiento de las sociedades progresivas iba de la casta al contrato. ' 
El éxodo romano del status al contrato, que fué principalmente el que 
esbozó Maine, consistió en un derrumbamiento de la hegemonía de la 
casa familiar. El éxodo moderno, por otra parte, representaba la caída 
de la sociedad de castas de k Edad Media y una evasión del sistema 
feudal. La generalización hecha por Maine, pese al prejucio evidente a 
favor del particular sistema legal y económico bajo el cual vivía su propio 
autor, es exacta de modo sorprendente, y resulta tanto más peregrina cuanto 
que fué hecha con anterioridad a la elaboración de la teoría económica del 
mercado libre. 

Ni siquiera los que rechazan todas las inferencias de la teoría de Maine 
pueden apenas negar la existencia de una esfera de acuerdos con fuerza 
ejecutiva que se amplía continuamente. Uno de los problemas más fas- 
cinadores en la historia jurídica -y quizás también el más suave- es 
el de rastrear el origen Último del contrato. La cuestión del exacto orden 
de prioridad y sucesión es, ciertamente, insoluble y, además, carece de 
importancia. La promesa de pagar una composición para evitar un feudo 
de sangre, es el candidato más popular a la prioridad. Pero mientras que el 
feudo de sangre fué la matriz del Derecho de faltas y de la ley penal, ha de 
dudarse seriamente de que haya sido también, universalmente, origen del 
Derecho civil contractual. Las primeras composiciones fueron, sin duda, 
liquidaciones inmediatas de reclamaciones que requerían el pago de una 
composición, sin dilación de ninguna especie. Mas la composición, como 
transacción crediticia, no pudo haber acontecido hasta que el intercambio 

2 Asi, Edward Jenks habla de "casta y contrato", en Law and Politics in tke 
Middle Ages, 1905, capitulo vrI. Pollock, en la nota L a sii edición de Ancient Law, 
observa que "el ahora tan celebrado dicfum de Maine referente a la marcha del 
Status al Contrato en las sociedades progresivas. se ha de entender, quizás, como 
limitado al derecho de propiedad, considerando a esta Última en su acepción más 
arriplia. como cmprensiva de todo lo que tenga un valor medible en 'el intercambio. 
Con esa limitación, la declaración es ciertamente justa y no ha dejado aún de ser 
significativa". Pound, sin embargo, rechaza categóricamente la tearía en su aplicación 
a los sistemas jurídicos inglés y norteamericano, en SU articulo sobre "The End of 
Law as Developed in Juristic Thought", publicado en la Haword Law Review, vol. 
x x x  (1917), p. 219. Por eso le llama a capítulo Nathan Isaacs, en el articulo sobre 
"Tlie Standardizing of Contractc", en la Yole Law Journal, vol. XXVII (1917.8). p. 
34-48. Karl Llewellyn apoya a Isaacs en "What Price Contract?", Yale Law Jmcrnal, 
vol. XL (1930), pp. 704-51, señalando Llewellyn, en la p. 706, que la "curiosa afir- 
mación (de Pound) es repetida, sin tener en cuenta aquella critica, cuatro años 
más tarde". La repetición se encuentra en The Spfrit of Coman Low, 1921, p. 28. 
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to bajo sello, pero se supone, teóricamente, que está presente en cualquier 
otro contrato, aunque sea por escrito. El Estatuto de Fraudes, promulga- 
do en Inglaterra en 1676 y ampliamente copiado entonces por otras juris- 
dicciones de Common Law, establece que las promesas de ciertos tipos, 
en las que se hallan implícitos peligros de fraude, han de prestarse por 
escrito. Lord Mansfield, uno de los jueces ingleses de finales del si- 
glo XVIII, propuso que toda promesa por escrito fuera puesta en vigor, 
sin tener en cuenta la presencia o ausencia de una consideración. Pero 
la tradición era demasiado poderosa, correspondiendo a los tribunales 
lograr idéntico resultado por el descubrimiento de consideraciones más 
y más ingeniosas. Las doctrinas de la causa y de la consideración han 
sobrevivido principalmente como homenajes a la fuerza de la continuidad 
legal, utilizándose a las doctrinas de origen arcaico para servir de funda- 
mento a una ejecutoriedad casi ilimitada de las promesas en la moderna 
economia capitalista. Pudiera decirse, si ello no fuera violentar la historia 
de ciertos sistemas legales particulares, que el Derecho moderno de he- 
cho universalizó la stipulatio romana, al final de su crecimiento, cuando ya 
se había cotivertido cada vez menos en un contrato formal y cada vez más 
en un medio de trocar promesas. Basta ahora con preguntar: Spondesne? 
(¿Me promete?) y recibir la contestación de Spondeo (lo prometo). For- 
malidades y ceremonias no constituyen ya la preocupación primaria del 
Derecho adulto. El jurisperito se ocupa más bien de la realidad del con- 
sentimiento, que es el problema central del contrato en los sistemas lega- 
les adultos. 

2. LOS FUNDAMENTOS DEL CAPITALISMO 

Tuvo el Derecho romano una maravillosa frase, que sugería las po- 
sibilidades ilimitadas creadas por el contrato en la vida jurídica: al dis- 
tinguir entre el pacto nudo y el pacto qiie la ley ponía en vigor, definió 
a la obligatio como un izaris vdncsrlum. ' 6  Descansaba, pues, la obligación 
legal sobre un "ligamen juridico". Realmente, el Derecho, para florecer, 
requiere un uinculum. Cuando las transacciones son bilaterales y ejecu- 
torias, Únicamente pueden ser completadas por etapas, y la cadena jurí- 
dica habrá de romperse por su eslabón más débil. Hay aqui, ciertamente, 

16 Hay un reconocimiento implícito de la importancia de esta idea cn la 
siguiente abser\,ación de hlnine: "La nación del vinculi~in juris, que nosotras sepamos, 
es exclusivamente Romana", op. cit . ,  p. 326. 
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una gran oportunidad para las disputas, y éstas son la mismisima vida 
del Derecho. Promesas rotas son más prolíficas que las cabezas rotas 
en demandas en juicio; así, pues, el contrato, como madre del Derecho, 
posee mayor fecundidad que el delito. Contraer una obligación es una 
acción deliberada e intencionada, mientras que la comisión de un delito 
es, de ordinario, tan sólo un accidente, descansando en una pura negligen- 
cia. Hay que convenir, en que si las más de las promesas fueran quebran- 
tadas, la vida económica no podría continuar; pero el Derecho puede 
alimentarse bien, y engordar los abogados, con un reducido tanto por 
ciento de promesas incumplidas. El Derecho arcaico, que insistía en fian- 
zas, en prendas y en rotundos juramentos, y que hacía el aseguramiento 
doblemente invulnerable mediante la esclavitud por deudas, depositaba 
poca fe en la fuerza del vinculum iuris y, por tanto, daba poco que 
hacer a los abogados. Caso muy distinto, sin embargo, ocurrió cuando el 
Derecho autorizó la prenda sin posesión y reconoció que una simple pro- 
mesa, sin ceremonial alguno y tan sólo oralmente expresada, podia ser 
trocada por otra. 

Los economistas del jusnaturalismo deseaban que se hiciesen cumplir 
las promesas porque querían que el mercado fuera libre. Los juristas 
del Derecho natural hicieron hincapié sobre la inherente fuerza moral de la 
promesa porque, sin duda, habían adivinado las enormes potencialidades 
del vinculum iuris. Asimismo la hegemonía del contrato capacitó a los 
juristas para traer a fruición final un concepto hacía el cual el Derecho 
había ido abriéndose camino lenta y penosamente; pero que no podia ser 
realizado hasta que el mercado libre hubiera barrido los medievales es- 
combros del status. Este concepto era el de la persona juridica, el átomo 
de la ciencia jurídica. l7 Dentro del régimen de status, importantes cues- 
tiones previas quedaban emplazadas delante del Derecho: Primera, jeran 
extranjeros las partes?; Segunda, ¿cuál era su posición dentro de la fa- 
milia, dentro de la ciudad o en la estructura de las relaciones feudales? 
En la Edad Media existían privilegios, no sólo adscritos a las personas 
sino también a ciertas localidades, y el Derecho llevaba a cabo una minu- 
ciosa investigación tanto en lo concerniente al rango y a la vocación como 
- 

17 Aunque la literatura jurídica ortodoxa esté llena de insinuaciones sobre la 
importancia central del concepto de persona jurídica, su desenvolvimiento más bri- 
llante se debe a E. Paschukanis, en su Allgemeine Reclitslehre und Marxismus, tra- 
duce, del Ruso, 1929. Véase mis "Mododern Trends in Jurisprudence", en el libro 
sobre Contemfiorary Social Theory editado por Barnes y par Becker, 1940, pp. 683-4. 
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respecto de la edad, el sexo y el vigor corporal de cada individuo. Cues- 
tiones de este tipo podían difícilmente congeniar con el jurista, que en 
lo más profundo de su alma atesoraba un anhelo de reglas generales y de 
abstracciones. Más con la implantación de la doctrina de la igualdad ante 
la ley, se creó la posibilidad de que cada persona pudiera contraer promesas 
de cualquier clase, cualesquiera que fuese su origen, su clase y sus cua- 
lidades como ser humano, no siendo hasta entonces posible que la abstrac- 
ción de la persona jurídica pudiera ser entronizada como la entidad juridica 
fundamental. 

Resulta bien significativo que, incluso cuando el Derecho romano se 
hallaba ya bastante desarrollado, el vocablo persona no tuviese la connota- 
ción técnica de "unidad portadora de derecho y de deber. . . La persona 
era simplemente un ser humano". ls Tampoco el Derecho germano medieval 

conoció de términos como "sujeto jurídico" o "persona", los cuales no 
fueron introducidos en el Derecho germánico hasta la recepción. El De- 
recho romano, al crear el ius gentium -ordenamiento juridico que no sólo 
estaba al alcance de los ciudadanos romanos, sino también al de los ex- 
tranjeros- inició el proceso de expulsión de todo elemento que emba- 
razara las relaciones económicas básicas. En el ius gentium, sin embargo, 
la persona jurídica se hallaba solamente en germen, pues que el Derecho 
romano diferenciaba aún entre el hombre libre y el esclavo. 

El jurista, como de costumbre, se limitó a marchar al paso del eco- 
nomista, que era quien habia inventado el otro postulado del mercado libre 
igualmente básico, a saber: la mercancía, abstracción ésta con la que se 
expresaba la mensurabilidad de todas las cosas que se hallaban en el mer- 
cado. Este último era el mecanismo que capacitaba a las personas de 
Derecho a cambiar entre si sus mercancías, valiéndose de la libertad 
contractual. Ya los juristas metafísicos habían hablado de la importancia 
de asegurar un máximo de autoafirmación personal y de la realización de 
la voluntad individual; y este jusvoluntarismo (will jurisprudence), como 
felizmente se le denominó, reinó soberano en el transcurso del siglo XIX, 
- 

18 W. W. Buckland y A. D. McNair : Romman Law and Common Lew, 1936, 
p. 50. Estos autorce aiiaden que el tal concepto habia "ciertamente empezado a insi- 
nuarse entre los orientales del Bajo Imperio, pero que no aparece en el Corpus jurir". 

19 Rudolf Sohm habla del ius gentium como de "un derecho en favor de la 
#e?'SDM pvis'"da (la cursiva es nuestra) en cuanto tal, o en otras palahras, un derecho 
en el que los elementos esenciales e indestructibles de la personalidad privada encon- 
traron su expresión". (The Institutes, 3a. edic., 1907, p. 46). 
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junto con la inevitable economía de laissez faire. Las teorías metafísicas 
derivaban el concepto de persona jurídica de las ideas de voluntad indivi- 
dual, y de la necesidad de auto-realización; pero ello fué así porque los 
teóricos no se tomaron la molestia de averiguar sus orígenes económicos. 

La generalización de Maine sobre el progreso de la sociedad del status 
al contrato, expresa la valoración ética de la nueva edad, la autorización 
ilimitada que el Derecho concedió a la dación de promesas. No había otro 
dios que el contrato, y Sir Henry Maine fué su profeta. Lanzando su vasta 
pantalla sobre todas las instituciones jurídicas y económicas, el contrato 
dominó la teoría política. No hay necesidad de aderezar esta historia 
con detalles, ya que sus incidentes principales son todavía familiares a la 
generación actual. E s  posible que la teoría del contrato social carezca de 
fundamento histórico; fué, empero, producto inevitable del culto al con- 
trato. Bien claro estaba que todas las relaciones de los individuos dentro 
de la sociedad descansaban sobre el contrato. ¿No era, pues, natural su- 
poner también que el propio gobierno descansaba, incluso en su origen, 
en un contrato? Ni siquiera el Estado podía gobernar sino mediante el 
consentimiento; de aquí la declaración de los derechos del hombre y del 
ciudadano y la era de elaboración de constituciones y contratos. Dentro 
del reino de la política, se llegó a pelear la Guerra Civil norteamericana 
por causa de la doctrina de la violación del contrato, formalizado por los 
Estados miembros al fundarse la RepúblicaZo jcuriosa paradoja ésta de 
que se presentase al contrato como justificante de la perpetuación del ar- 
caico régimen de la esclavitud! 

Los juristas, siempre atareados en confeccionar clasificaciones ju- 
rídicas, hicieron una distinción entre el Derecho "público" y el "privado". 
Esta distinción, lo mismo que el concepto abstracto de persona jurídica, era 
vaga y confusa en todos los sistemas antiguos, incluso el romano, pese al 
hecho de que este último conociera el término jus publicum. Pues bien, 
sólo cobró claridad e importancia esta doctrina con el reconocimiento de 
la libertad de contrato, y mediante la creacibn de limitaciones constitu- 
cionales que definieron el campo de actividad estatal permisible. E n  sen- 
tido estricto, el Derecho público consiste en aquellas reglas que adjudican 
la competencia de los órganos del Estado; en un sentido más amplio y 

-- 

20 Véase Jenks, o). cit., p. 317: "La apelación hecha tan ostensiblemente a los 
principios contractuales por los Estados del Sur en la Guerra Civil Americana, no 
tuvo éxito. La rendición de Appomattox es un precedente tremendo contra la doctrina 
contractual en lo politico." 
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más moderno, incluye también las limitaciones impuestas al poder estatal. 
E l  Derecho privado, por otra parte, gobierna las relaciones de los in- 
dividuos entre sí. Por tanto, la tentativa de segregar al Derecho privado 
es una tentativa para establecer la autonomía de la voluntad individual, 
para crearle al individuo un coto privado, y para garantizar la actividad 
sin trabas de los sujetos jurídicos en el mercado. El Derecho privado es, 
de esta manera, una forma más del triunfo de la libertad contractual. 
Pero la distinción entre Derecho público y Derecho privado es, eviden- 
temente, tan artificiosa como aquella otra de la persona jurídica. Todo 
Derecho tiene un poder social organizador: la distinción es solamente una 
valoración ética más de la santidad del contrato privado, de los derechos 
de los individuos a regirse a si mismos en su búsqueda de la propiedad, 
lo que hizo de cada individuo su propio legislador. 

La esfera del contrato resulta ciertamente bastante extensa cuando se 
mira a la persona jurídica individual, que también es un ser vivo, un  
Horno s a p i e n s  y algo más, pese a lo que digan en contrario los juristas. 
Pero la esfera no tiene fronteras al quedar reservada también para la per- 
sona juridica verdaderamente artificial, para los muchos que se convierten 
en uno solo como por arte de magia juridica; esto es, la corporación 
moderna. El ordenamiento romano y el medieval conocieron ya de las 
corporaciones mercantiles, limitados individuos que se asociaban apor- 
tando cuotas de capital para aventuras ultramarinas. E l  mundo moderno 
sabe de gigantescas empresas industriales, enormes consorcios de capital, 
que controlan billones de dólares de propiedad y ejercitan su dominio sobre 
las vidas de todos y cada uno de los individuos en sociedad. A veces, son 
más poderosas que el propio Estado, al que se le supone la corporación 
suprema y máxima entre todas las personas jurídicas. A pesar de ello, 
sin embargo, el Derecho contractual les deja en libertad- en libertad para 
gobernar, de hecho, ya que cl Estado ha abdicado de sus funciones. Por 
miedo a los gremios medievales, o adivinando, sin duda, las perturbaciones 
que los sindicatos obreros iban a ocasionar, los legisladores de la Revolu- 
ción Francesa empezaron por abolir todas las asociaciones, sin excepción. 
La ironía de que legisladores que eran ellos mismos miembros de una 
asociación, el Club de los Jacobinos, obolieran de esta manera todas las 
asociaciones, ha sido señalada ya por cierto jurista francés. 21 Pero no 
hubo de transcurrir mucoh tiempo para que se descubriera que este excesivo 

21 Paul Viollet: "French Law in the Age of the Revolution", en la Cambridoe 
Modern Hirtory, vol. VIII, 1904, pp. 710-53. Cfr. p. 727. 



150 W. SEAGLE 

individualismo petit bourgeois era equivocado, y estaba bastante en des- 
acuerdo con las concepciones de la libertad contractual, que abarcaban 
también al derecho de libre asociación. El Derecho romano no había con- 
cedido personalidad juridica a las entidades corporativas privadas; mas 
ahora se percibió, sencillamente, que también la corporación podía ser 
considerada como una entidad de Derecho -es decir, como una persona 
jurídica-, y que, ciertamente, decir que varios individuos podían ser 
tratados como una sola persona jurídica no suponía mayor forzamiento de 
los hechos que decirlo de uno solo. En Derecho constitucional estadouni- 
dense ha resonado por mucho tiempo la controversia de si la Suprema 
Corte de los Estados Unidos había, o no había tergiversado las intenciones 
de los autores de la Decimocuarta Enmienda a la Constitución Federal, la 
cual, para proteger en el goce de sus derechos civiles a los recién liberados 
esclavos, ~arantizaba a todas las "personas" el debido procedimiento ju- 
rídico e idéntica protección legal. La Corte sostuvo que la palabra "persona" 
era aplicable también a las corporaciones, protegiéndolas contra toda le- 
gislación "discriminatoria". Los fundamentos de la controversia son casi 
irrelevantes: el resultado se hallaba predeterminado por el curso entero de 
la evolución legal moderna, y por todas las tendencias predominantes 
en la teoría jurídica. La corporación estaba destinada a ser considerada 
como persona juridica, del mismo modo que el agua está destinada a correr 
montaña abajo: de otro modo, el mercado libre, para cuyo aseguramiento 
se había luchado en la guerra civil, habría quedado atontado al nacer. 
En América, la tierra de la libre oportunidad, la libertad contractual des- 
pués de la guerra civil fué llevada a excesos todavía mayores que en 
Europa. Esta tendencia, ciertamente, se había manifestado ya muy tem- 
prano en la historia norteamericana, al sostener la Suprema Corte de los 
Estados Unidos, en el famoso caso del Dormouth College, que la concesión 
hecha a cierta corporación por el Estado era un contrato y que, por tanto, 
para dañar las obligaciones que del mismo se derivaban, la legislatura era 
totalmente impotente. En un principio, los estatutos fundacionales de las 
corporaciones, en todas las principales naciones industriales -Inglaterra, 
los Estados Unidos, Alemania y Francia-, eran concesiones especiales, 
garantizadas solemnemente en cada caso por el Estado; eran contratos 
sociales por los que el Estado hacía abdicación de algunas de sus funciones 
más importantes. "La legislatura -se ha dicho certeramente- al garan- 
tizar derechos y concesiones a los explotadores, se encuentra en la posición 
de un terrateniente que entra en tratos con un tercero para el desenvol- 
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vimiento de sus fincas. 22 Más tarde, poco después de la mitad del siglo 
XIX, aproximadamente, el ordenamiento jurídico empezó a permitir la for- 
mación de corporaciones con arreglo a las leyes generales de asociación, 
lo cual quiere decir que el contrato social se había hecho mucho más 
corriente. E n  Francia era posible formar una société anonyme -¡qué 
finamente subraya el vocablo francés el carácter anónimo de toda persona 
jurídica!-, de la misma manera que se podía suscribir un contrato cua- 
lesquiera: bastaba hacerlo ante notario y testigos. En la Common Law 
anglosajona los viejos conceptos relacionales del Derecho medieval se 
habían demorado, como superviviencias verbales, por lo menos: se hablaba 
todavía de los derechos de casero e inquilino, de principal y representante, 
o de los de relaciones domésticas, en lugar de invocar el derecho de arren- 
damiento, de representación o de familia, como hacían los tribunales 
continentales; mas se realizó, sin embargo, una tentativa para resolver 
en términos de contrato no sólo el problema de estas ramas jurídicas sino 
también los problemas del derecho de las corporaciones y servicios públicos. 
Cuan imprudente resultó ser el régimen contractual puede discernirse 
con sólo recordar que en su mismísimo origen, la corporación sirvió de 
expediente para restringir la responsabilidad legal, no existiendo ninguna 
por parte de los individuos accionistas, y estando reducida la de la cor- 
 oración a su efímero activo. 

El mismo Derecho de sociedades prueba la afirmación de que el 
Derecho contractual constituye el mismísimo Derecho civil. No es tan 
sólo que el abogado exista primariamente para servir a las corporaciones, 
y que la cúspide de la carrera forense consista en poseer muchos clientes 
corporativos. Por descansar en el contrato, la corporación ha transformado 
de tal modo el derecho de propiedad que éste, en los tiempos modernos, 
no es sino una fase más del Derecho contractual. La propiedad es el 
objetivo del contrato, y hoy en día los derechos de propiedad más im- 
portantes son los contractuales. La relación entre la corporación y sus 
accionistas descansa en el contrato, lo mismo que las relaciones de los 
accionistas entre sí y las de los ohligacionistas para con la corporación 
respectiva y sus accionistas. Estas relaciones contractuales quedan expre- 
sadas en acciones, obligaciones, bonos, certificados, todos ellos bellamente 
grabados, que pasan de mano en mano como artículos de comercio y cn- 
cuentran compradores bien diligentes en el mercado. El Derecho romano, 
- 

22 R. G. Hawtrey: Economic Arpecls of Swerpignty, 1930, p. 20. 
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que no conoció de tales formas de propiedad, estaba bien poco dispuesto 
a hacer transferibles y ejecutivos, a petición de tercero, a los contratos, 
insistiendo en el carácter confidencial del contrato y haciendo hincapié 
en el vínculo personal (baste con pensar en el nexum romano). En el 
Derecho moderno la promesa negociable -por así llamarla-, es preci- 
samente la forma más corriente y la más valiosa. El Derecho arcaico trataba 
con propiedad física y tangible - tierras de pan llevar, esclavos, rehaííos, 
ganado y multitud de otros bienes personales que podían verse, sentirse y 
tocarse. Pero el Derecho adulto ha convertido a la propiedad en sistema 
normativo de derechos abstractos e intangibles; lo que se corta son los 
cupones, no la lana del hato, y estos derechos lo son únicamente de tipo 
contractual, a una cuota de los bienes corporativos - bienes que, de hecho, 
tanto pueden existir como nó. Hasta la tierra, verdadera quintaesencia de 
la propiedad en todas las sociedades anteriores, habiendo sido esquilada ya 
de todos los gravámenes e incidencias feudales y convertida en libremente 
enajenable, es ahora únicamente un artículo más de comercio, del que se 
dispone en el mercado. La libre enajenación de propiedad y la máxima 
exención posible de restricciones son los naturales apéndices de la libertad 
de contrato. En beneficio de la rapidez, aquél sagrado formalismo arcaico 
del traspaso de tierra, con todo su pintoresco y delicioso ceremonial, ya 
no existe más. En Derecho romano un contrato de traspaso de propiedad 
no transmitía, por sí solo, el titulo; pero en Derecho moderno la tendencia 
predominante es la de convertir el traspaso de tierra en un tipo más de con- 
trato. Desde el momento en que la.ejecuciÓn específica de un contrato de 
iransmisión de propiedad real es, de ordinario, concedida por los tribunales, 
puede decirse que el título queda transmitido tan pronto como se cierra 
el trato. Hoy en día, en casi todas partes, el sistema catastral, con arreglo 
al cual tan sólo se precisa tomar en consideración el documento protoco- 
lizado para descubrir el titulo, ha probado ser una espléndida merced 
concedida a la enajenabilidad de la tierra. En el caso de los bienes muebles, 
la tendencia dominante y casi universal en los paises industriales es la de 
proteger, en interés de la libre enajenabilidad, al comprador de buena fe, 
incluso contra el verdadero propietario que ha sido injustamente privado de 
SU título. De este modo el interés de la libre enajenabilidad -esto es, de la 
libre circulación de mercancíac, pasa hasta por encima del derecho de 
propiedad. 

No hay probablemente rama alguna del Derecho privado que no haya 
sido transformada por las concepciones predominantes sobre el contrato. 
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El Derecho suizo expresa la tendencia general cuando clama que "las 
reglas generales del libro de las obligaciones se aplican por analogía a las 
restantes materias del Derecho civil. Ciertamente, el término "obligación", 
en especial tal y como es empleado por los juristas continentales, no sólo 
connota un contrato en la acepción estricta, sino una relación cualquiera 
que esté basada en un acto intencional. Esto, en realidad, abarca a todas 
las obligaciones, excepto aquéllas que surjan, por regla general, de actos 
ilicitos o dañinos. Pero incluso la materia de responsabilidad civil ha sido 
influenciada fuertemente por elementos obligacionales; no sólo porque la 
presencia de relaciones contractuales agudiza la responsabilidad por daños, 
sino también porque la ley ha demostrado tendencia a reconocer la responsa- 
bilidad únicamente por actos intencionales, o por negligencia que suponga 
una falta; pues por regla general no existe responsabilidad sin un cierto gra- 
do (le culpa moral. Del brazo de la libertad de contrato no sólo marchó la 
libertad de asociación sino también la de disposición testamentaria, como 
ocurrió en el Derecho romano más moderno, el cual tenia necesidad de con- 
ceder esa libertad como contrapeso al sistema de esclavitud, que era una ré- 
mora para la producción 23 Para los vivos, el contrato : el testamento, para 
los muertos. No hay duda de que el contrato ejerció influjo hasta en el De- 
recho procesal civil, así como que exageró la doctrina de la pasividad 
del juez en el juicio civil, lo cual no era más que la libertad contractual 
llevada hasta el propio ruedo judicial. Hasta en el Derecho penal, donde la 
seguridad del Estado siempre habia servido de justificación a las medidas 
sociales de represión, dejó su huella el individualismo procreado por el 
contrato. Sólo necesitamos mencionar a este respecto, que mientras en 
el Derecho criminal del Medioevo el suicidio era un crimen terrible, había 
dejado de ser tal en casi todos los códigos penales a comienzos del siglo 
x ~ x .  La reductio ad absurdum de la voluntad resultó ser, pues, la libertad 
legal de suicidio ! 

El Derecho de familia ha estado sometido al influjo del contrato quizás 
en menor grado que cualquier otra rama jurídica; pero el caso es bien 
distinto en lo que se refiere al derecho a tener propiedad. Al sexo débil 
se le liberó también para formalizar contratos y disfrutar propiedad, al ser 
abolidos los Últimos vestigios de status personal con el sufragio femenino. 
Bajo la Common Law, marido y mujer habían sido una y la misma persona, 
pero las llamadas Actas de la Propiedad de las Mujeres Casadas otorgaron 
- 

23 Loria, o). cit., pp. 249 y 252. 
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ahora a las señoras de clase media lo que el procedimiento de Equidad 
había ya asegurado a sus más ricas y nobles hermanas. En los paises de 
"Derecho civil" la capacidad para disponer de bienes y hacer contratos 
quedó algo más restringida, pues en ellos el llamado sistema de propiedad 
comunitaria habia venido prevaleciendo por largo tiempo. Con todo, a las 
mujeres se les dió a elegir entre el matrimonio con comunidad de bienes 
y el sistema de patrimonios separados. 

Otros fenómenos de menor cuantía, pero particularmente curiosos, 
pueden ser también observados por el paciente vigilante del empireo jurí- 
dico. La Common L m  había mirado siempre con la más profunda descon- 
fianza aquellos contratos que consideraba como "restrictivos del co- 
mercio", limitando estrictamente, por ejemplo, las condiciones bajo las 
cuales un artesano que abandonaba a su patrono podía por un tiempo de- 
terminado, convenir en que no entraría en concurrencia con él. Mas gracias 
a una cierta perversión de la lógica, el Derecho restrictivo del tráfico comer- 
cial sufrió temporal eclipse, a pesar de que la concurrencia, que era la vida 
de1 mercado, hubiera así de ser, en parte, restringida. La explicación de 
ello debe de ser que la libertad del contrato incluía el derecho a renunciar 
al Derecho de contrato contractualmente. Tan poderoso era el contrato, 
que ejercía su imperio incluso contra el viento y marea de las poquísimas 
limitaciones entonces vigentes, y en el mundo del comercio se suscribieron 
así contratos que poseían tan sólo una muy dudosa legalidad, si es que 
kenian alguna. Tales fueron los convenios de cartel y de trust, y los 
wntratos colectivos de trabajo, los cuales, por regular relaciones de grupo 
entre patronos y empleados, no eran, de ninguna manera, contratos en 
el sentido individualista tradicional. ¿Qué clase de contrato era suscrito 
-preguntaban con toda seriedad ciertos juristas-, al depositar un pasajero 
su moneda en la máquina automática de una estación del ferrocarril? 
¿Era eso la forma automática y civilizada del comercio silencioso? El 
Derecho sostenía que inducir a otro a romper un contrato que éste había 
hecho, era un perjuicio accionable. i Maravilla que no se hubiera considerado 
en todas partes como crimen! Para coronarlo, los juristas más instruidos, 
particularmente en los países de Common Law, donde la ejecución especí- 
fica de contratos era, más que la regla, la excepción, discutían sobre si 
podía decirse que existiera un deredio tal como el derecho a romper el 
contrato y pagar los daños. 

24 Véase León Duguit, en Pragress of Continental Law in the 19th Century, 
1918. p. 117. 
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Acaso se escriba algún día la historia de los modernos trogloditas que 
desaparecieron totalmente de la faz de la tierra por observar sus contratos 
con excesivo escrúpiilo.'Vor fortuna, sin embargo, se empezó a ope- 
rar una reacción ya en el último cuarto del siglo XIX, aproximadamente. 
El propio Maine abrigaba ya la negra sospecha de que el triunfo del 
contrato iba a durar, acaso, menos de una eternidad; recuérdese que 
lo que él dijo fue que la marcha de las sociedades progresivas babia 
sido hasta ahora un movimiento desde el statw al contrato. ;Preveía, 
pues, un movimiento cíclico y han sido, por tanto, sus críticos. injus- 
tos con él? En realidad de verdad, Maine pudo haberse mostrado más 
audaz todavía; pero la destrucción total del contrato, el retorno a rela- 
ciones con reminiscencia de statw, aunque en un plano más elevado, 
hubiera requerido la aceptación del socialismo, y pocos eran entonces 
los juristas, los jueces, los legisladores o los ministros que se habían 
hecho devotos de la causa socialista. De este modo, el movimiento que 
de cierta manera socavó los cimientos del contrato fué el que se co- 
noce con la denominación de "el movimiento en favor de la sociali- 
zación del Derecho privado"; lo cual equivale a decir que, a lo más, los 
legisladores transigieron únicamente con el socialismo, cercenando tan 
d o  los peores excesos de la libertad contractual. La regulación, pues, ha 
reemplazado al laissez-faire; una cierta medida de finalidad social ha 
quedado así impresa sobre aquel individualismo que fué la más fantástica 
de todas las ficciones legales y, asimismo, la más grande de todas las 
fórmulas que hayan alimentado jamás al duelo judicial. 

Los fraudes más evidentes estaban llamados con el tiempo a ser des- 
cubiertos, en el curso de la amarga lucha de clases que presenció el ascenso 
del socialismo. El proletariado, con voz cada vez más clara y elocatente, 
empezó a desconfiar progresivamente de las dotes de la clase media. 
Quizás no haya apreciado debidamente el milagro de la persona jurídica 
ni todas las sutilezas de la mercancía, su contrapartida económica, pero 
sintió en silencio, en sus propios huesos, que iba siendo esclavizado por el 
mecanimo del mercado libre; que una corporación era una especie de per- 
sona artificial que no presagiaba nada bueno. llegando ese proletariado 
- 

25 Una fábula en la que se nos describe como los trogloditas contempsráneas, 
Iio sido escrita, en forma de tratado económico, por el profesor Han? Scheínníi, 
en su obra Tke P~omises Men t ive  By, 1938. 
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hasta inventar la consigna de que el trabajo no era una mercancía. En- 
tonces se empezó, en general, a percibir que la libre concurrencia del 
mercado conducia Únicamente al monopolio (que significa el acaparamiento 
del mercado) ; que la igualdad juridica sólo producía una caricatura de 
desigualdad económica; que la libertad contractual tenía sentido únicamente 
cuando existía una igualdad aproximada de poder de trato; que un jor- 
nalero no podia realmente contratar con un cartel o con un trwt, y que 
se necesitaba de cierta legislación si es que de verdad se iba a acometer 
el intento de crear un auténtico equilibrio de fuerzas sociales. 

No fué, pues, mera coincidencia que la regulación tratase, sobre todo, 
del contrato de trabajo. Establecía éste la relación básica de la economía 
capitalista, la cual dependía de un ejército del trabajo legalmente libre, 
reclutado en un principio por haber sido desahuciado de la tierra y, 
más tarde, por haberse visto privado de los medios de producción, a me- 
dida que se iban inventando más y más máquinas. Bien pocas normas 
juridicas habia que se refiriesen al contrato de trabajo, en notorio con- 
traste con la abundancia de detalle derrochada en contratos tales como 
la compraventa, cuyo objeto era la colocación de capitales-mercancía en 
el mercado. Naturalmente, esa esterilidad de cláusulas sólo servía para 
echar en brazos de las personas juridicas, vulgarmente conocidas por el 
nombre de patronos, a aquella otra persona juridica que no poseía otra 
mercancía que ofrecer que su trabajo. La única protección real que los 
trabajadores obtuvieron como consecuencia de la libertad de asociación 
reinante, fué el derecho a formar sindicatos obreros. Pero también aquí 
hubo un inconveniente : el derecho a formar sindicatos fué, a fin de cuentas, 
concedido en todos los países industriales, mas este derecho teórico 
fué, en la práctica, cercenado con la limitación de las formas de actividad 
permisibles a los sindicatos para que llevara sus demandas, tales como las 
patrullas de huelguistas en los tajos y lugares de trabajo y los boycots. 

La mayor parte de la legislación social ha sido legislación de trabajo. 
Más tarde o más temprano se promulgó legislación en todos los países 
industriales estableciendo regulaciones de seguridad contra los azares de 
la producción maquinista, fijando una máxima jornada de trabajo y unos 
salarios mínimos y disponiendo acerca del seguro contra el paro y las 
pensiones. Este movimiento, además, no ha quedado confinado a las de- 
mocracias. Como es bien sabido, la Alemania imperial se puso a la cabeza 
de los demás países en la adopción de las leyes de seguro social. La re- 
sistencia más fuerte a la regulación del contrato de trabajo fué ofrecida en 
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los Estados Unidos, donde la Constitución, el "contrato" supremo entre 
el pueblo y su gobierno, fuí. invocada durante muchos años por los 
tribunales para prohibir toda clase de interferencia en los contratos. Por 
un cierto tiempo, por lo menos, se logró así -como se ha dicho-, "un 
reinado absoluto del Derecho", que hizo del país de los ciudadanos libres 
el clásico refugio del contrato represivo. 

Una gran cantidad de disposiciones se han promulgado también en 
los principales países industriales para regular las corporaciones en par- 
ticular los establecimientos públicos y los que prestan servicios públicos. 
Los bancos, las compañias de seguros y las bolsas han sido sometidos 
a muchos y muy variados tipos de fiscalización. El consuiiiidor, al igual 
que el trabajador, ha buscado también protección contra la tiranía del 
contrato. E n  realidad, hay poco de contractual en las relaciones del 
individuo con corporaciones que, de hecho, desempeñan funciones pú- 
blicas, siendo necesario que los juristas se esforzaran en interpretar a las 
concesiones para operar un servicio público como contratos a beneficio 
de tercero -un tercero que consiste en millones de individuos. Allí 
donde existe propiedad colectiva de los ferrocarriles o servicios públicos, 
no queda espacio para la categoría del contrato, ni hay necesidad de 
echar mano de ella. En todos los demás casos el ordenamiento jurídico 
ha tendido a prescribir los términos y condiciones en que ha de prestarse 
el servicio, y la tarea de inspección pública no ha sido confiada a las au- 
toridades judiciales tradicionales, sino a comisiones administrativas es- 
peciales, como ha ocurrido en los Estados Unidos. La historia del ascenso 
y deselvolvimiento de este Derecho administrativo será relatada más 
adelante. Mas aparte del control a cargo de comisiones administrativas. 
pueden existir reglamentos que invaliden ciertas condicidnes especiales que 
una corporación pública pueda tratar de imponer al público. Se han 
promulgado asi leyes prohibiendo cláusulas en los contratos, mediante las 
cuales ciertos recaderos en gran escala trataron de proscribir del terreno 
jurídico ciertas demandas contra sus actos de negligencia, o reducir la 
cantidad limite de que podían hacerse responsables. Limitaciones similares 
han ,sido establecidas aquí y allá sobre ciertos tipos de cláusulas que fuera 
posible insertar en los que cabría denominar tipos más privados de contrato, 
tales como prohibiciones sobre asignación por edalantado de salarios para 
asegurar el pago de ciertas obligaciones. 

Hay un constante tira y afloja entre los expertos abogados al servicio 
de las grandes corporaciones y los tribunales y legisladores, decididos a 



saivar de las conseniencias de  sri propia majadería a sus clientes, con- 
d o r e s  y suscriptores de tí&s de capital. Los primero&, l a  abogados, 
d n  constantemente entregados a la tarea de  inventar formas uniformes 
de cohvniios, particniamente apmpbdos a %os negocios de sus clientes 
y que proporcionen a sus intereses el máximo de protección asequible. 
Lo que les empuja a inventar esas formas tipo Be convenio no es la codicia, 
sino, también, el &seo de ahorrar tiempo, el cual es característico de una 
edad de aftefactos para evitar esfuerzo y eabajo. E n  estas circunstancias, 
la ventala cae del lado del industrial, mercader o banquero y en ronha 
dei consumidor, comprador o prestatario, según el caso. Una de esas dos 
clases sabe todas las reglas del juego, mientras que la otra se compone, 
relativamente hablando, de novicios. Los abogados de las corporaciones 
se hallan siempre a punto para defender sus creaciones ante los tribu- 
nales. Si, pues, el contrato es, en sí, un instrumento de gobierno, el abo- 
gado que defiende uno de esos contratos ante los tribunales puede ser 
comparada con un pretendiente en los pasillos de la Cámara legislativa, 
desempeñando a veces el abogado los dos papeles. S i  los contratos uni- 
formados fueran redactados en cada caso, aunque siempre fueran lo mismo, 
la situación seria de por sí ya bastante mala, aunque la firma del con- 
trato pudiera enionces retener algo de una ocasión solemne. Pero el 
Derecho moderno ha desenvuelto una forma de contrato que resulta tan 
revolucionaria como el contrato escrito grabado en una tablilla o papiro 
lo fué en el mundo antiguo, a saber: el contrato impreso. Cientos de 
impresos pueden así irse arrancando de un sólo taco de papel, colocado 
bien a mano; las innumerables cláusulas están impresas en un tipo muy 
pequeño, y una persona atareada en el más atareado de los siglos está 
siempre dispuesta a firmar en la línea de puntos sin pararse a leer lo que 
suscribe, aunque estuviera firmando la entrega de su propia vida. Con- 
tratos para pago a plazos, convenios de alquiler de habitaciones en las 
grandes ciudades, notas de pedido a los fabricantes, títulos bancarios, son 
todos ellos sólo unos cuantos ejemplos de impresos uniformados. Si todas 
SUS cláusulas fueran llevadas a efecto estrictamente; si Shylock exigiera 
siempre su libra de carne, la suerte del prestatario, del inquilino o del 
comprador de mercancías o de servicios sería ciertamente intolerable. 
Pero el contrato, lo mismo que la ley no es nunca más que una panoplia 
y en la práctica hay una acomodación y no siempre son utilizadas las 
armas. Constantemente son anulndas   den es de pedido que fácilmente 
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podrían haber sido ejecutadas ante 105 tribunales, y no siempre se ve 
d-hnciado el inquilino que mete el cocheát; del niña por la puerta 
principal. 

La uniformización de contratos se produce también de otras maneras. 
A veces, como ya se ha dicho, los Cuerpos legisladores invalidan ciertos 
tipos de cláusulas ; mas otras veces van aún más lejos y son ellos los que 
proporcionan impresos uniformes de convenio. Ejemplo de tales convenios 
uniformados se encuentran particularmente en el campo del Derecho 
mercantil: conocimientos de embarque, recibos de almacenaje, transferen- 
cias de títulos e instrumentos negociables. El más uniformado de tados 
los contratos es, quizás, el seguro. El que compra una póliza puede, por 
regla general, elegir únicamente entre un determinado número de impresos 
aprobados por la superioridad. Por otra parte, la uniformización de hecho, 
a diferencia de la de derecho, deriva del descuido de los participantes 
más humildes en el merado, los cuales no tienen pleno conocimiento de 
la clase de época m qne viven y no  se dan cuenta de que la vigilancia es 
el precio eterno del contrato. 0, para decirlo en términos más sencillos, 
esos descuidados, lo mismo que sus casi primitivos antepasados, entran m 
una transacción sin tomar medidas contra ciertas eventualidades especiales; 
así, se consuma una venta sin que haya habido ningún entendimiento es- 
pecífico sobre garantías de calidad, o sobre el riesgo de destrucción del 
objeto de la venta pendiente de entrega; se suscribe un arrendamiento 
sin que se haga referencia al derecho a subarrendar los locales o a llevar 
a cabo las necesarias reparaciones. A falta de acuerdo, se ha echado mano 
de la ley desde los tiempo antiguos pora proveer sus propias soluciones, ya 
confeccionadas y a punto; así las incidencias de las transacciones pueden, 
por regla general, ser modificadas por las partes mediante convenio ex- 
preso, pero en su ausencia, existen soliiciones judiciales o legislativas tra- 
dicionales que son aplicadas. A pesar de ello, sin embargo, es probable 
que el tipo de uniformización que así resulta sea menos común que en las 
sociedades arcaicas, pues que la nuestra es, después de todo, la gran edad 
del contrato. 

La uniformización de contratos ha sido tomada como una prueba más 
del movimiento cíclico entre status y contrato. Pero, hablando con mayor 
precisión, es más bien una tendencia del Derecho mismo la de que las 
relaciones individualizadas se conviertan en relaciones uniformadas. La 



160 W .  SEAGLE 

tendencia es vieja; se ha hecho, sencillamente, más acusada en la economía 
moderna, respecto de los contratos que o bien son parte de las fases más 
activas del comercio o son suscritos en situaciones en que aquél que ha 
recibido una promesa es más bien impotente, o es probable que se pase 
de listo: así, la uniformización de contratos es un índice de la socialización 
del Derecho privado, aunque no sea necesariamente una indicación de 
que la hegemonía del contrato vaya llegando a su término. H a  de recor- 
darse que la formación de todo contrato, inclusive la de uno de tipo 
uniformado, es, naturalmente, voluntaria; que su origen es, por tanto, 
contractual; que hay, por lo menos, una cierta elección entre los impresos 
disponibles, y que, después de todo, los contratos rígidamente uniformados 
son pocos. En cierto sentido, además, ciertos tipos de uniformización 
apuntan ya de por sí a la universalidad del contrato; por otra parte, 
acuerdos que se suscriben una y otra vez están predestinados a hacerse uni- 
formes. Finalmente, ha de recordarse que el clima institucional de los 
modernos pactos uniformados es también bastante distinto de cualquier 
otro de los que prevalecieron en el pasado. Puede que, en su origen, el 
feudalismo hubiera sido contractual, mas fué, asimismo, el tipo de relación 
uniformada que acogotó el comercio y a todos los demás tipos de relación 
individualizada. Los contratos uniformados modernos son carne y hueso 
del capitalismo industrial y financiero, habiéndose declarado brillantemente 
que "los contratos uniformados, por su cualidad y por sus efectos, par- 
ticipan de la naturaleza general de la producción maquinista; facilitan 
materialmente y abaratan la venta y la distribución; son fáciles de hacer, 
de archivar, de comprobar y de rellenar. A un régimen de bienes fungibles 
se le ha añadido otro de transacciones fungibles . . 

No es todavia hora de gritar: ¡El  Rey ha muerto! El contrato si no 
es omnipotente; es todavía una institución robusta y poderosa. El grado 
de socialización alcanzado dentro del Derecho privado puede con dificultad 
ser juzgado como un golpe mortal al contrato; lo que ha ocurrido es una 
reforma de los abusos, no una destrucción del régimen. Como de ordinario 
acontece con toda reforma, sería aquélla mucho más efectiva si se rea- 
lizara con el máximo celo. Mas aunque sea de mucho alcance y sincera, 
la socialización tiende a hacerse vaga y confusa, en su administra- 
ción. Tienen los administradores que vérselas con los abogados de las 

26 K. N. Llewellyn: "What Price Contract?", en la Yole t a m  Journnl, vol. XL, 

1930-31, pp. 704-51, especialmente la P. 731. 
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corporaciones, que dedican con frecuencia sus mejores energías a la tarea 
de hacer nula la legislación social. Donde quiera que la socialización sea 
empujada hasta un punto en que realmente amenace con socavar la ins- 
titución contractual, prodúcese la inevitable reacción, la cual puede llegar 
tan lejos como hasta desembocar en el fascismo. Allí donde el contrato 
fracasa, el mercado reune y se hace cargo de su propia fuerza económica 
y procede a destrozar a sus hijos. 
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